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INVITADOS: Señor Comisionado Parlamentario para el Sistema Carcelario, doctor Álvaro Garcé. 
Ver exposición 


Señores Directores de Unidades Asistenciales Especializadas del Ministerio de Salud 
Pública, doctor Natalio Blankleider; del Centro Geriátrico Hospital "Dr. Luis Piñeyro del 
Campo", doctor Ítalo Savio, y doctor Humberto Correa, asesor legal del mencionado Centro 
Geriátrico. 

Ver exposición 


SEÑORA PRESIDENTA (Payssé).- Habiendo número, está abierta la reunión. 
(Es la hora 14 y 33) 


La Comisión de Derechos Humanos recibirá hoy al Comisionado Parlamentario, y lo haría hasta 
tanto se integre la Comisión de la Asamblea General, a la que deberá remitirse. 


SEÑOR ESPINOSA.- Quiero dejar constancia, en virtud de que llegamos tarde a la sesión pasada, del 
total acuerdo de nuestra fuerza política con la designación de la señora Diputada Payssé como 
Presidenta de esta Comisión. 


También descontamos que con la señora Diputada Payssé ocupando la Presidencia y con la señora Diputada 
Argimón ocupando la Vicepresidencia, esta Comisión trabajará con la misma armonía y consolidación de 


esfuerzos que en el Período pasado. Reconocemos la capacidad de la señora Presidenta, el empeño y el 
esfuerzo que puso en la aprobación de ciertas iniciativas y en otras que recibió esta Comisión, 
fundamentalmente la vinculada al Estatuto del Refugiado. 


Esta designación no hace más que reconocer los méritos de la señora Diputada Payssé. Por lo tanto, 
¡felicidades! 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradezco las palabras del señor Diputado Espinosa, y sepan nuestros 
colegas hombres que estas dos mujeres seguimos en la misma tesitura de llevar adelante esta Comisión 
con la misma armonía que en el Período pasado. 


(Ingresa a Sala el doctor Garcé) 


La Comisión tiene el agrado de recibir al Comisionado Parlamentario para el Sistema Carcelario, 
doctor Alvaro Garcé, quien viene a informar, en el marco de lo que habíamos acordado, acerca de sus 
actividades desde que asumió su cargo. 


SEÑOR GARCÉ.- Agradezco esta convocatoria, que significa la oportunidad de ampliar y consolidar 
la relación de trabajo que ya iniciamos en el Período anterior. Es muy claro que mientras no se integre 
la Comisión Bicameral, oportunamente votada por la Asamblea General, estas son instancias muy 
oportunas y muy buenas para mantener informados a los mandantes -puesto que el Comisionado solo 
es un mandatario técnico del Parlamento- acerca de todas las actividades que venimos cumpliendo con 
el equipo técnico. Desde luego, una vez que se integre esta Comisión Bicameral estaré dispuesto a venir 
todas las veces que sus integrantes lo entiendan oportuno, porque este es un ámbito muy bueno para 
compartir algunas preocupaciones. Por razones de tiempo hoy simplemente haré referencia solo a 
cuatro temas. 


La institución comenzó a trabajar a partir del 11 de julio del año pasado fecha en que, por mandato de la 
Asamblea General, se abrieron las puertas de su oficina. Actualmente, la institución funciona en la Sala 3 de 
este Edificio, ubicada en el primer subsuelo, y de acuerdo con el régimen proyectado, en el horario de 10 a 
20. La idea es atender a todas aquellas personas que quieran plantear quejas, demandas y sugerencias 
vinculadas con la privación de libertad. En este momento se están recibiendo, más que nada, llamados 
telefónicos, algunas visitas de familiares, pero se ha generalizado la costumbre de llamar desde el patio. Es 
decir, cuando los reclusos tienen alguna inquietud la plantean telefónicamente, y esta es una vía de entrada. 


Quiero abordar cuatro temas, dos vinculados con la Ley N* 17.897, de humanización y modernización del 
sistema penitenciario, específicamente en lo que tiene que ver con la redención de la pena por trabajo y por 
estudio, y el cumplimiento del artículo 14, que prevé de modo preceptivo que en toda contratación de obra 
pública las empresas adjudicatarias tendrán que tomar, por lo menos, un 5% de mano de obra, entre quienes 
estén debidamente registrados y acreditados en la bolsa de trabajo de los distintos Patronatos. El tercer tema 
tiene que ver con el desarrollo de la penitenciaría rural, línea de acción muy interesante planteada por el 
Ministerio del Interior, y que de algún modo viene registrando avances concretos. El cuarto tema refiere al 
Penal de Libertad. 


Respecto de la ley de humanización y modernización del sistema carcelario, todos sabemos que cuando se 
pregunta o se evalúa su aplicación, generalmente la visión se refiere al Capítulo I, es decir, al régimen 
excepcional y por única vez de libertades provisionales y anticipadas. Concretamente, son muchas las 
inquietudes en torno al nivel de reincidencia, y en ese plano desde el Comisionado siempre hemos dicho que 
es absolutamente prematuro evaluar si el nivel de reincidencia es bueno, muy bueno o muy malo. Sin duda, el 
guarismo que en este momento está entre un 6% y 7% es bajo --una de las causas tiene que ver con la muy 
buena tarea que han hecho los Patronatos, tanto en Montevideo como en el interior-, pero es muy claro que 
todavía no podemos hacer una proyección definitiva. Hoy la cifra es baja, y ojalá se mantenga. Este 
porcentaje es significativamente menor que las cifras de reincidencia. 


No obstante, y más allá de los temas vinculados con este Capítulo l, existen dos preocupaciones, que son los 
dos temas que abordaré. Por unanimidad -porque está contenido en el Capítulo II, que no generó ninguna 
controversia durante su aprobación ni luego-, se instituyó la figura de la redención de la pena por trabajo y 


por estudio, figura que ha tenido muy buen resultado en el derecho comparado, y que cimenta la filosofía de 
la ley de humanización y modernización del sistema carcelario. Sabemos que la reglamentación 
correspondiente, ya vencido el plazo, está a punto de ser aprobada. Se trata de un proyecto de reglamentación 
que fue elaborado y pensado desde la Dirección Nacional de Cárceles, con el asesoramiento de otros 
operadores penitenciarios, y si bien prevé la aplicación, en todo el sistema carcelario nacional -obviamente, 
incluye las veinte cárceles que reportan a las Jefaturas de Policía-, está pensado y concebido para los 
establecimientos más grandes. La versión actual, de acuerdo con el texto que tuve ocasión de leer y que 
resultaría aprobado, presenta mejoras sustanciales respecto de los primeros borradores, es decir, había 
aspectos que tenían que ver con la forma de reliquidación de la pena, a los efectos de la redención, que han 
sido mejorados. Por ejemplo, había dificultades en torno al trabajo informal, es decir, con quienes trabajaran 
no en empresas formales -donde es muy fácil acreditar el trabajo y la extensión de la jornada-, sino en la 
actividad informal. 


La misma dificultad se planteó con respecto a la redención por estudio, en aquellos casos en que no existiera 
un curso regular, sino que el interno rindiera exámenes de materias en régimen de libre y los salvara. Hubo 
una primera idea, que después se mejoró, y se establecieron pautas creo que muy precisas para que se pueda 
operar la redención. En este caso, concretamente la preocupación es que la reglamentación no solo tiene que 
ser aprobada a la brevedad sino que se debe aplicar ese beneficio. Existe una inquietud importante en alguna 
cárcel, concretamente en la de Canelones. Semanas pasadas hubo una inquietud, que se disipó cuando llegó 
un claro mensaje de que el proyecto de reglamentación sería aprobado a corto lapso. Las preguntas, los 
llamados y las consultas con respecto a este tema son permanentes; en todos lados se pregunta cuándo 
empieza y desde cuándo. 


El proyecto de reglamentación incluye muy bien una solución de retroactividad parcial, es decir, para 
aquellos casos en los que pueda existir una buena prueba de las actividades de trabajo o de estudio. Entre la 
retroactividad total y la irretroactividad total se optó por un camino razonable, es decir, la retroactividad en 
los casos en que se pueda acreditar las tareas o el estudio realizado. 


El segundo aspecto también tiene que ver con el Capítulo II de la ley de humanización del sistema carcelario, 
específicamente con la contratación preceptiva de por lo menos un 5%. Es obvio que se trata de un 
mecanismo que no operaría de un mes a otro, es decir, es necesario que se abran los pliegos de licitaciones y 
que se adjudiquen, y a partir de allí se proceda al control del cumplimiento de las empresas. Hasta ahora no 
ha habido un cumplimiento satisfactorio de esta norma. En ese sentido, creo que sería muy oportuno y bueno 
coordinar acciones entre el Parlamento -como órgano de seguimiento de cumplimiento de la ley-, el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, el Ministerio del Interior y, sobre todo, del Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas. Obviamente, son las tres Secretarías de Estado que están naturalmente 
convocadas para trabajar en forma conjunta. Sería bueno que se creara una instancia para que a la brevedad 
se pueda dar este beneficio, y dar la señal correspondiente a quienes están privados de libertad y a aquellos 
egresados que están en condiciones de acceder a este beneficio. 


En tercer lugar, la penitenciaría rural ha sido planteada como uno de los objetivos del Ministerio del Interior 
para este Período. El desarrollo de las chacras policiales, el aumento de la cantidad de reclusos que están en 
un régimen abierto, sin duda es un objetivo altamente compartible. En el 2005, de acuerdo con el 
relevamiento del último trimestre que incluyó la visita a todos los centros penitenciarios, excepto los que 
están en los departamentos de Tacuarembó y Colonia -centros que ya habíamos visitado, y está pendiente la 
llegada a esos departamentos, y si aún no lo hicimos fue porque algunas urgencias han precipitado la atención 
hacia otras cuestiones-, pudo advertir un incremento interesante de la cantidad de reclusos que están en las 
chacras. Ya hemos tenido avances muy buenos. Por ejemplo, en el departamento de Soriano existen dos 
chacras con una cantidad importante de reclusos que están en ese régimen abierto; además, el número tiende 
aumentar, de acuerdo con las previsiones de esa Jefatura. 


El caso de Lavalleja también es altamente destacable. El 20 de enero se inauguró un pabellón, que resume la 
buena senda, por cuanto a bajo costo, con una inversión mínima, conjuntando el esfuerzo de la Jefatura y las 
donaciones de entidades públicas y privadas, se logró construir una barraca sumamente económica -de 
aproximadamente entre US$ 5.000 y US$ 6.000, lo que permitió que donde había siete internos en la chacra 
hoy haya veinte, lo que de acuerdo con la cantidad de reclusos que hay en Lavalleja es un porcentaje muy 
importante, ya que se trata casi de un 25%. 


Hay allí un modelo interesante que debería difundirse, generalizarse y profundizarse en los demás 
departamentos; tierra disponible existe en todos los departamentos. Lo que sucede es que hay distintas 
valoraciones por parte de los Jefes de Policía. Algunos han dicho con toda claridad que no están demasiado 
dispuestos a correr el riesgo de fugas; mientras tanto, otros dicen que el riesgo de fuga es parte de la gestión 
carcelaria y que sin ser ingenuos -y sin enviar a ese régimen abierto a personas que por sus antecedentes y 
pronóstico criminológico no estarían aptas para acceder a ese régimen abierto-, con los pies sobre la tierra, se 
puede hacer una buena selección. Me parece un dato importante el que, en general, las fugas no se producen 
desde las chacras, sino en otras circunstancias. Cuando hay una adecuada selección de los internos, cuando se 
hace un correcto seguimiento y cuando se les da una concreta prueba de confianza, la respuesta que dan está 
por encima de lo muy bueno y, en general, no ocurre ese tipo de episodios desgraciados, como los de las 
fugas. 


En concreto, quiero marcar que hay una prioridad que está en absoluta consonancia con los objetivos 
plasmados en la exposición de motivos y en los propios institutos de la Ley N* 17.897. Cuando se habla de 
modernización y humanización, hay una institución que tiene por lo menos dos siglos de tradición -la 
Penitenciaría Rural-, que está disponible; existen tierras. Es verdad que en algunos casos hay que dotar a las 
Jefaturas de los recursos humanos como para hacer una custodia, pero sin esperar la gran reforma 
penitenciaria, sin duda es posible profundizar y apostar a esta buena línea de trabajo. Muchas veces se 
pregunta qué avances ha habido a lo largo del año 2005 y cuál es el cambio tangible en nuestro sistema 
penitenciario. El hecho de que existan más presos en las chacras es, sin duda, un avance que hay que 
reconocer y potenciar, porque no todo es malo; es bueno reconocer y fomentar una línea de avance y de 
trabajo. 


El cuarto tema al que quiero dedicar la mayor parte de la atención es al del Penal de Libertad. Al respecto 
quiero hacer algunas precisiones. 


En primer lugar, la Dirección Nacional de Cárceles, antes de cualquier aparición pública de este 
Comisionado, informaba de las denuncias que después se hicieron públicas. Una semana antes de la primera 
aparición pública del Comisionado, tuve la oportunidad de hablar con el Ministro interino del Interior, doctor 
Faroppa, a quien informé con lujo de detalles que se estaban multiplicando las denuncias acerca de la 
utilización indebida -más allá de lo que la ley y la reglamentación permiten y prevén- de armas de fuego en el 
celdario de aquel Penal, y que eso estaba generando un clima difícil y complicado. Tratándose de una 
película ya vista en ocasiones anteriores -nosotros, por haber sido Defensores de Oficio, de alguna manera 
hemos percibido algunos signos de recalentamiento del clima en el Penal de Libertad-, parecía importante 
intervenir a tiempo, y si se estaba actuando en forma represiva, desactivar y rectificar a tiempo ese rumbo. 


Por lo tanto, antes de hacer cualquier tipo de intervención pública, el Comisionado informó a las autoridades 
del Ministerio del Interior, de acuerdo con lo que estas a su vez nos trasmitieron; la Dirección de Cárceles ya 
había sido advertida de la multiplicación de denuncias sobre el uso de armas de fuego. 


En segundo término, el Comisionado, como institución, prefiere una línea de trabajo en la que no se priorice 
lo mediático y en la que las cosas que puedan ser solucionadas en estos ámbitos, lo sean. De acuerdo con una 
pauta de trabajo que es propia a cualquier defensoría del pueblo en cualquier país, la difusión de las 
recomendaciones o la aparición pública es un recurso para utilizar en forma excepcional. ¿Por qué el 
Comisionado entendió necesario aparecer públicamente, planteando que se estaban utilizando armas de 
fuego? Porque veinticuatro horas antes de la primera intervención, jerarquías de la Dirección Nacional de 
Cárceles negaron públicamente que se estuvieran disparando armas de fuego. Mientras tanto, en la oficina 
teníamos más de una decena de denuncias y cuatro casos comprobados: las quejas N* 064, N* 108, N* 130 y 
N* 131/06, de acuerdo con el trámite interno de nuestra institución. 


En la primera intervención dijimos con toda claridad que se estaban usando armas de fuego, más allá de las 
condiciones que corresponden, conforme a la ley y al reglamento; lo hicimos con la única y clara intención 
de evitar males mayores y para que no se reitere una práctica que, sin duda, estaba generando un 
recalentamiento del clima en el Penal de Libertad. 


Quiero realizar una tercera precisión, antes de entrar en el análisis de la situación del Penal de Libertad. 
Previo a la segunda aparición en los medios de prensa, que tuvo lugar el viernes 3 de marzo, minutos antes de 
ser requerido por la prensa, el Comisionado habló por teléfono con el Ministerio del Interior, con el señor 
Director de Cárceles y, además, con legisladores de todos los partidos para dar un informe acerca de lo que 


acababa de comprobar en el Penal de Libertad. Luego de las sucesivas advertencias -la primera realizada al 
señor Ministro interino y la segunda realizada públicamente-, las quejas y los casos de utilización indebida de 
armas de fuego no solo no cesaban, sino que se estaban multiplicando. 


Solo voy a plantear cuatro de las distintas denuncias que ha recibido la oficina del Comisionado, 
identificadas con los números -reitero- 64, 108, 130 y 131. Estos cuatro casos son solo una muestra de cuál es 
la situación del Penal de Libertad. Digo claramente que hubo omisión de asistencia médica y omisión y/o 
retardo en la comunicación de los hechos a las autoridades del Poder Judicial, es decir, al Juzgado Letrado de 
San José. Además, hubo un uso sistemático, fuera de lo que prevén las normas internacionales, 
constitucionales, legales y reglamentarias. 


Respecto a la omisión de asistencia médica, el artículo 21 del Decreto-Ley N* 14.470 -la ley penitenciaria 
que en algún momento será necesario repensar y, eventualmente, reformular- dispone que todo interno será 
examinado periódicamente por el servicio sanitario de cada establecimiento y en forma continuada, cuando 
presente lesiones de cualquier clase. 


Por otra parte, el artículo 10 del Pacto de Derechos Civiles y Políticos dispone que toda persona privada de 
libertad será tratada humanamente y con el respeto debido a la dignidad inherente a la personalidad humana, 
fórmula similar al artículo 72 de la Constitución. Obviamente que la dignidad inherente a la personalidad 
humana incluye la atención médica cuando se ha generado una lesión y mucho más cuando esa lesión es por 
el resultado del disparo de un arma accionada por la guardia. 


La queja N* 64 consiste en que el miércoles 1 de marzo en horas del mediodía, un interno estaba en su celda 
y había recibido la noticia de que su madre estaba enferma -padece una enfermedad terminal-; la noticia que 
le llegó por otro recluso familiar de él fue que ella se encontraba en una situación complicada y que iba a ser 
internada. Entonces, este recluso pidió realizar una llamada. Esto le fue negado; él insistió sacando el brazo 
por el pasaplatos de la celda. En esa circunstancia, encontrándose con todo su cuerpo -menos el antebrazo- 
dentro de la celda y a una distancia -de acuerdo con lo que señalan los reclusos del Sector E, sector de 
seguridad- de dos o tres metros, fue impactado por un proyectil blando. Según el testimonio de la totalidad de 
los reclusos de ese sector -hicimos la investigación correspondiente y todos son contestes en señalar que los 
hechos fueron de esta manera-, el oficial que habría efectuado el disparo, habría dicho: "Qué buena puntería 
tengo". La comunicación al Juzgado fue hecha dos días después, el viernes 3 de marzo a la hora 19. Yo 
estuve en el Penal de Libertad ese viernes a la tarde y en el momento en que me retiré, aproximadamente a la 
hora 16 y 30, el interno no había pasado a médico, no había recibido asistencia médica, tampoco había sido 
visto por el forense y el Juzgado no había sido enterado del hecho. 


El caso registrado con el N” 108 es de conocimiento del señor Diputado Espinosa y lo hemos conversado 
fuera de este ámbito. Se trata de un interno que encontrándose dentro de su celda, recibió un impacto de 
proyectil a dos centímetros del ojo. Él estaba observando cómo se desarrollaba un intercambio de palabras 
entre un compañero de celda y la guardia. De acuerdo con la versión policial, el recluso se estaba negando a 
entrar a su celda y, en esas circunstancias, se le dispara un proyectil que ingresa por el orificio de la puerta e 
impacta a dos centímetros del ojo. De acuerdo con la información surgida de la correspondiente 
investigación, la atención médica fue tardía y hasta ahora insuficiente. 


Las quejas Nos. 130 y 131 tienen un denominador común. Se trata de dos reclusos que, previo a la requisa, 
salen de su celda por indicación de la guardia y se les dice que deben desnudarse; hasta allí no advierto que 
exista ninguna irregularidad. Sin embargo, de acuerdo con la práctica -según lo ha dicho una gran cantidad de 
internos del Penal de Libertad-, es común que la guardia no solo exija que se desnuden, sino que se agachen 
como parte de la exhibición para acreditar que no tienen ningún tipo de armamento. 


He consultado a Directores de otros centros penitenciarios respecto a cuál es el procedimiento que utilizan 
para las requisas y alguna autoridad nos ha planteado que no es necesario el extremo de agacharse. Es más; 
todos los internos, estando dispuestos a que los revisen -puesto que es un procedimiento de requisa-, 
entienden que es degradante e innecesario que se los haga agachar. Concretamente, algunos han dicho que no 
se agachan y la respuesta de la guardia es el inmediato disparo de armas de fuego. Estos casos comparten el 
mismo perfil. 


La primera irregularidad en torno a estos cuatro episodios es que no hubo comunicación o la hubo en forma 
tardía, es decir, previo a que el Comisionado se presentara y desarrollara la investigación no hubo 


comunicación a la autoridad judicial. Esto plantea una irregularidad manifiesta; a la omisión de la asistencia 
se le añade el retardo en la debida comunicación. Después repasaré brevísimamente cuáles son las normas 
que se han transgredido en estos cuatro casos. De acuerdo con el Código de Conducta -resolución N* 34/169 
del 17 de diciembre de 1979 de la Asamblea General de las Naciones Unidas-, es muy claro que toda vez que 
se dispare un arma de fuego por parte de funcionarios encargados de hacer cumplir la ley, deberá informarse 
inmediatamente a las autoridades competentes. Ello no ocurrió en ninguno de los casos repasados. Sería 
bueno, a juicio de la Presidencia, que integrantes de la Comisión de Derechos Humanos realizaran alguna 
visita al Penal de Libertad. Basta con acercarse allí y hablar con los internos para advertir que todos son 
contestes en señalar que los patios están plagados de proyectiles que se disparan. No es un caso único y 
aislado; no son cuatro casos que estamos descolgando de la realidad, sino que es una práctica repetida. Es 
más, en la oficina tenemos a disposición unos cuantos de estos proyectiles que, de acuerdo con el testimonio 
de los reclusos, han sido disparados luego de las advertencias públicas sobre el mal manejo de este recurso 
disuasivo. 


La Ley Orgánica Policial establece claramente el deber de colaboración con las autoridades, especialmente 
con las judiciales. Esto hace que toda vez que ocurra un hecho que deba ser informado hay que reportarlo con 
la debida celeridad. Esto no ha ocurrido y la omisión se ha repetido en el último mes. 


Si tomamos estos cuatro casos advertimos que en dos de ellos los internos se encontraban dentro de su celda. 
Uno de ellos recibe un impacto de proyectil en el brazo y el otro en el rostro. Estaban indefensos; no tenían 
ninguna posibilidad de fuga o de agresión a la guardia, que son las hipótesis -según vamos a repasar- que 
habilitan el disparo de estas armas de fuego en los celdarios. Aquí hay un uso abusivo de un recurso de 
último empleo, que debería utilizarse en forma racional, progresiva y justificada. 


En los otros dos casos advertimos que los disparos provienen de la negativa de los internos a agacharse. 
Quizá, si en los procedimientos previos a las requisas se tuviera la debida flexibilidad sin descuidar las 
razones de seguridad, que por supuesto son importantes en el Penal de Libertad o en cualquier otro centro 
penitenciario, se estarían evitando incidentes de este tipo. Quiero destacar que entiendo que se trata de una 
actuación ilegal, porque de acuerdo con el artículo 7” de la Ley Penitenciaría -Decreto-Ley_N* 14.470- queda 
prohibido como medio de corrección todo método de castigo cruel, inhumano o degradante. El segundo 
inciso de este artículo añade que el uso de instrumentos de fuerza solo procederá en caso de fuga o de 
resistencia a la autoridad o cuando existan razones fundadas por una autoagresión o una agresión. 
Evidentemente, si hay un interno en actitud de fuga, de agresión a otro interno, a la guardia o en actitud de 
auto agresión, en defecto de otros medios disuasivos, procede el empleo del recurso del disparo de las armas 
de fuego. Esto no sucedió en ninguno de los casos planteados. 


Por otra parte, la Ley Orgánica Policial establece que el servicio policial debe asegurar el cumplimiento de 
las leyes y reglamentos, de cuya vigencia efectiva le esté encomendado el contralor. Para el logro de los fines 
descritos, los servicios policiales emplearán bajo su responsabilidad, los medios razonablemente adecuados, 
y en igual forma elegirán la oportunidad conveniente para usarlos. Queda a juicio de esta Comisión si ha sido 
razonable, adecuado y proporcionado el uso del medio disuasivo, respecto de las situaciones planteadas. 


No quiero aburrir a la Comisión con la enumeración de otras normas, pero es muy claro que el Código de 
Conducta -ya lo hemos citado; resolución N* 34/169 de 1979-, al igual que los principios básicos de Naciones 
Unidas sobre el empleo de la fuerza y armas de fuego por funcionarios encargados de hacer cumplir la ley, 
aparecen limitando el uso de este medio. En ese sentido, simplemente quiero reproducir el artículo 2” del 
Código de Conducta, que dice que en el desempeño de sus tareas los funcionarios encargados de hacer 
cumplir la ley respetarán y protegerán la dignidad humana, y mantendrán y defenderán los derechos humanos 
de todas las personas. Asimismo, el artículo 3” añade que los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley 
podrán usar la fuerza solo cuando sea estrictamente necesario y en la medida que lo requiera el desempeño de 
sus tareas. La norma agrega que el uso de armas de fuego se considera una medida extrema y que deberá 
hacerse todo lo posible por excluir el uso de armas de fuego. Además, agrega que en general, no deberán 
emplearse armas de fuego, excepto cuando un presunto delincuente ofrezca resistencia armada o, de algún 
modo, ponga en peligro la vida de otras personas y no pueda reducírselo o detenérselo aplicando medidas 
menos extremas, y que en todo caso que se dispare un arma de fuego deberá informarse inmediatamente a las 
autoridades competentes. 


Son muchas las normas que prevén muy claramente cuándo, cómo y en qué circunstancias se puede disparar 
armas de fuego dentro de los celdarios y qué hay que hacer después. Evidentemente, los casos que serán 
tratados en una recomendación que está en curso y casi pronta -a esta altura solo es necesario el ingreso 
formal de determinada documentación pedida al Poder Judicial- hablan de un uso inadecuado de este recurso. 
En este momento es bueno pasar del plano de los casos concretos al análisis un poco más general. 


Evidentemente, la gestión que se está cumpliendo en el Penal de Libertad no aparece alineada, acompasada 
con lo que son los objetivos de la ley de humanización de las cárceles. Después de haber recorrido el 95% del 
sistema penitenciario puedo asegurar que en el Penal de Libertad no se está teniendo la misma filosofía de 
conducción ni la misma política de reclusión que en otras cárceles en las que la gestión sí está alineada, en 
forma mucho más homogénea, con los postulados establecidos por esa ley tan importante sancionada el año 
pasado. La preocupación es que luego de darse un mensaje muy claro por parte del Ministerio del Interior y 
del Parlamento, en algunos casos en forma unánime -Capítulo 1 de la ley- y en otros en forma dividida, 
mayoritaria aún -Capítulo 1 de la ley-, se reproduzcan hechos de violencia, que corresponden a otras etapas 
de la gestión del sistema penitenciario, cuando notoriamente los objetivos no transcurrían por el mismo carril 
que el discurso y los fines plasmados en la Ley_N* 17.897. Evidentemente, hay una falta de armonía que debe 
ser corregida. Es por eso que vamos a recomendar que cambie cuanto antes la política de reclusión en el 
Penal de Libertad, en el que hay excesivo encierro, y es necesario trabajar para mejorar las condiciones de 
salubridad. Además, es imperioso que se terminen los abusos de cualquier naturaleza, empezando por el uso 
inadecuado de las armas de fuego. 


Más allá del reporte de estos casos y por encima de este análisis, hay otra cosa que me parece oportuna 
plantear a esta Comisión, y es que resulta altamente preocupante el mensaje de retorno recibido por la 
Dirección Nacional de Cárceles. Voluntariamente me situé fuera de cualquier polémica. Cuando tuve la 
oportunidad de salir a desmentir y a decir que previo a la intervención en la prensa, la Dirección Nacional de 
Cárceles había sido enterada de las denuncias que estaban llegando al Parlamento por vía jerárquica, preferí 
no hacer ningún tipo de declaración, porque el mandato recibido de la Asamblea General fue fiscalizar y no 
polemizar. Entonces, fuera de esa polémica insisto en que la actitud, por lo menos en el Penal de Libertad, 
hasta ahora es poco receptiva. No ha habido cambios desde las advertencias formuladas, como corresponde 
primero en el ámbito privado ni luego públicamente ha habido una correspondencia en los hechos. Es decir, 
los disparos han continuado y hay una preocupante actitud, más allá de la ilegalidad en estos casos concretos. 
Es cierto que todo órgano de contralor, cuando hace observaciones en general, molesta, pero cuando se recibe 
algún tipo de sugerencia -realizada en forma constructiva- parece mucho más constructivo decir: si hay algún 
exceso lo vamos a investigar, si hay algún exceso lo vamos a corregir, y no salir a reafirmar que las armas de 
fuego continuarán siendo disparadas como se hizo públicamente. 


De algún modo, el planteo ante esta Comisión es que si bien las Jefaturas de Policía han tenido muy buena 
actitud en torno a las distintas recomendaciones realizadas en número superior a cuarenta, a esta altura en la 
mayor parte de ellas se han cumplido prácticamente en forma inmediata y sin necesidad de accionar todo el 
mecanismo que la Ley N* 17.684 de creación del Comisionado prevé al respecto. Mientras esto sucede en 
buena parte del sistema penitenciario, también hay mensajes que son, de alguna manera, refractarios al 
control y que están planteando poca amplitud, poca flexibilidad y una baja tolerancia a permitir el control. 
Como testimonio de esto solamente agrego que el día en que se realizó la última requisa general -miércoles 
22 de febrero-, y en el momento en que el Comisionado desde la oficina se pone en comunicación con la 
Dirección Nacional -por una cuestión de cortesía, porque de acuerdo con las normas de creación de la 
institución, podría haberme presentado sin previo aviso-, recibo como respuesta que por orden de la 
Dirección Nacional nadie estaba autorizado a ingresar al Penal de Libertad en oportunidad de esa requisa. 
Hecha la comunicación al señor Ministro interino y luego de anunciar que a la hora 14 me iba a estar 
presentando, se me dijo que no había ningún tipo de dificultad, pero de algún modo, previo a la 
comparecencia, el mensaje fue: en el Penal de Libertad hoy no ingresa nadie. De alguna manera, esto es un 
testimonio de ese bajo nivel de tolerancia del contralor, al que hacía referencia. 


Después de haber hablado unos cuantos minutos, quedo a disposición de la Comisión. Si entienden necesario 
realizar algún tipo de consulta, responderé con muchísimo gusto. 


SEÑOR RODRÍGUEZ..- Quiero agradecer al Comisionado la información brindada. De alguna forma, 
la conocíamos por otros medios, pero nos viene bien porque a falta de la Comisión Especial, este asunto 
se está volcando a la Comisión de Derechos Humanos. 


Quisiera saber si tiene conocimiento de que se esté haciendo alguna investigación administrativa o a nivel de 
la Justicia acerca de los hechos que usted denuncia. 


SEÑOR GARCÉ.- A partir de la comunicación cursada al Juzgado Letrado de Primera Instancia de 
San José de ler. Turno, hay una investigación que está realizándose sobre estos y otros casos que han 
sucedido en el Penal de Libertad en los últimos sesenta días. 


Con respecto a las actuaciones administrativas, no tengo más que el testimonio del Director del Penal de 
Libertad, el Comisario Inspector Ponti, de que se iba a investigar lo que ha estado ocurriendo. Hasta ahora no 
tengo ninguna respuesta. Es probable que se esté desarrollando la investigación. 


SEÑOR NOVALES.- Reitero el agradecimiento al doctor Garcé y quisiera preguntarle si el Penal de 
Libertad -que aparentemente es una isla- depende de sus autoridades o si la Dirección Nacional de 
Cárceles tiene responsabilidad. 


SEÑOR GARCÉ.- En última instancia, la responsabilidad es de la Dirección Nacional de Cárceles, 
pero yo creo que todas estas cuestiones se han repetido, más allá de los cambios de Jefaturas en el 
Penal. Es decir: la continuidad de las denuncias a lo largo del tiempo -y en esto incluyo no solo los 
testimonios recibidos como Comisionado Parlamentario, sino la etapa anterior de actuación como 
Defensor de Oficio en lo Penal del departamento de San José-, hablan de la instrumentación de una 
política de reclusión más o menos similar, que no ha variado demasiado desde la época en que todavía 
los reclusos se encontraban en el celdario, hasta que fue destruido por el motín del 1” de marzo de 
2002, y que luego, una vez instalados los módulos de acero, se ha mantenido incambiada: uso de armas 
de fuego, encierro prolongado, pocas horas de patio. Si bien en última instancia la responsabilidad es 
de la Dirección Nacional y, obviamente, del Director que esté a cargo del Centro, habiéndose verificado 
por lo menos tres cambios sucesivos de Jefatura en el Penal de Libertad, y siendo más o menos los 
mismos hechos, evidentemente hay responsabilidad de los mandos medios. Es decir, hay una política de 
reclusión que es fijada por el Director Nacional en acuerdo con el Director del Penal, pero es ejecutada 
por un Jefe de Reclusión o más de uno, según el caso. Cuando advertimos que hay una modificación en 
la titularidad del Penal y una continuidad en los mandos medios, una hipótesis altamente posible es 
que buena parte de esa responsabilidad se localice en los mandos medios. Obviamente -lo digo con toda 
claridad-, no compete al Comisionado sugerir cambios en la titularidad de la Jefatura de reclusión, 
pero sí es oportuno recomendar un cambio en la política de reclusión. Si eso implica o no, por vía de la 
consecuencia, una modificación de los mandos medios, es una cuestión privativa de la Dirección 
Nacional, pero acá lo que se impone -cuanto antes, mejor- es un cambio en la política de reclusión del 
Penal de Libertad. 


SEÑOR ESPINOSA.- Indudablemente, frente a la visita muy agradable del señor Comisionado, nos 
quedarán múltiples preguntas para formular, sobre todo en lo que tiene que ver con el aspecto 
primario, que es la ley de humanización, así como con relación a su aplicación, sobre todo, por conocer 
si existe capacidad de infraestructura en todos los centros penitenciarios departamentales como para 
permitir en forma correcta la instrumentación de una redención de la pena por días de estudio. 


El Ministerio del Interior ha sido testigo de cuál es nuestra apreciación personal en cuanto a los 
establecimientos penitenciarios denominados comúnmente "chacras policiales"; inclusive, creo que en el 
seno de esta Comisión hemos expresado nuestra posición muy favorable a ese sistema. Quiero decir al 
Comisionado que estamos en esa línea; o sea, compartimos su visión en cuanto a que la posibilidad de 
ampliar los centros penitenciarios rurales, las denominadas chacras, es más que oportuno. Inclusive, en 
nuestra posición personal del análisis de la ley de humanización de cárceles y su aplicación en cuanto al 
estudio, en algún momento nos gustaría conocer su punto de vista con relación a qué posibilidades habría 
para que esas personas que se trasladarían -elegidas conforme a las evaluaciones correspondientes-, puedan 
desarrollar este sistema en centros penitenciarios rurales y no en las cárceles departamentales o en los centros 
de la Dirección Nacional de Cárceles, como habitualmente se hace. 


No obstante, todo indica que la preocupación del Comisionado, hoy por hoy, es el Penal de Libertad. Durante 
el receso parlamentario recibimos una preocupación frente a uno de los casos que acaba de mencionar el 
Comisionado. Como lo hablamos en la Comisión de Derechos Humanos, correspondía dar cuenta al 


Comisionado, lo que hicimos directamente. Quiero agradecer la celeridad con la que actuó y se preocupó, 
destacando su vocación natural y su profesionalismo en la tarea que está desarrollando. Por lo tanto, lo 
felicito en ese sentido. 


Caben muchas preguntas al respecto. Casualmente, en la última sesión, esta Comisión recibió a integrantes 
del Programa Intercambio y Cooperación Anual de la Organización "Compañeros de las Américas". En esa 
oportunidad, ellos habían referenciado, de algunas impresiones que recogieron y que generosamente 
compartieron con nosotros, la existencia de personal que tenía guardias muy largas y un desarraigo familiar, a 
lo que agrego el natural estrés que tienen los agentes de la institución policial que cumplen funciones en 
lugares tan complicados como el Penal de Libertad. Asimismo, se señaló una suerte de falta de 
profesionalismo con relación a algunos de los agentes. 


Concretamente, sin pretender que el Comisionado comprometa una opinión -no quiero que arriesgue una 
opinión; es un simple intercambio de ideas-, quiero saber si comparte la idea de que uno de los caminos de 
salida sea la rotación del personal -no me refiero al personal jerárquico, sino al relacionado con el 
funcionamiento interno- y si valoraría esa propuesta como válida -seguramente, conversaremos si se propone 
en el seno de esta Comisión- para avanzar en el freno de la situación que acaba de mencionar. 


SEÑOR GARCÉ.- El análisis realizado por los expertos del Estado de Minnesota fue certero. 
Realmente, con lo poco que visitaron las cárceles, identificaron los principales problemas: la falta de 
profesionalismo, las condiciones en que desarrollan la tarea los guardias en el Penal de Libertad. Es 
cierto que tienen guardias extremadamente prolongadas y que la mayor parte de ellos proviene de la 
frontera, por lo que se produce una situación de desarraigo familiar. A ello hay que agregar las pésimas 
condiciones en las que se encuentran alojados. El sector en el que están alojados los policías - 
ingresando al Penal, a mano izquierda- no tiene más nivel de confort que los celdarios; los baños son 
prácticamente iguales a los de la visita y tienen las mismas condiciones que imperan en cada una de las 
celdas. Es decir, es realmente muy malo. 


El punto es discernir claramente los temas. Un problema es el estrés que tiene la guardia, el desarraigo, la 
falta de capacitación, la baja dotación de guardias por cantidad de internos; todo eso es real, pero no es 
justificativo para que se cometan excesos. Reconociendo las cosas cuando se hacen bien y señalando el límite 
cuando se actúa en forma ilícita -es decir, contrario a derecho-, creo que estamos contribuyendo a la mejora 
del sistema. De ninguna manera es intención del Comisionado hostigar al personal; todo lo contrario, se 
reconoce el esfuerzo que hace ese personal en las peores condiciones. Pero sí pone la responsabilidad en 
quienes tienen el mando natural como para acotar debidamente el uso de recursos disuasivos. 


Respecto a lo que plantea el señor Diputado Espinosa con relación a que el sistema penitenciario se pueda 
descomprimir hacia las chacras, sin duda puede hacerse. Se requiere un buen análisis de los casos y 
voluntarios para trabajar en las chacras, que sin duda los hay y, sobre todo, a partir del debido conocimiento 
del instituto de la redención de la pena; quizás, antes resultaba más difícil encontrar a esos candidatos, pero 
hoy esos candidatos están. Tierras hay. Asimismo, tenemos ejemplos concretos de que ello es posible. ¿Por 
qué fue posible hacerlo en Lavalleja? Porque hubo una decisión muy clara de la Jefatura de Policía y una 
apuesta hacia ese modelo penitenciario, lo mismo que en Soriano y muchos otros departamentos. Entonces, 
mientras en algunos casos se dice que esto no es posible, que no es viable, en otros departamentos los hechos 
demuestran que sí lo es. Por lo tanto, hay que dar un mensaje de apoyo a esa línea de trabajo. Una de las 
alternativas es descomprimir otorgando libertades. Ese es un recurso que en forma excepcional -y con toda la 
polémica que generó- fue accionado. Ahora hay que pensar en otras alternativas. Una buena opción son las 
chacras, y es doblemente buena, porque descomprime las cárceles, pero además lo hace en términos del lapso 
de reclusión, ya que quien está en una chacra está trabajando y, por lo tanto, hace posible la redención de la 
pena. 


Concluyo: no es fácil otorgar plazas de trabajo en las cárceles, pero sí en las chacras. Allí no solo se cultiva la 
tierra, sino que también se fabrican bloques y baldosas; muchas actividades allí se realizan. 


SEÑOR BERNINL- Adhiero a las palabras de los compañeros con relación a la visita del señor 
Comisionado y, en especial, a la tarea. 


De alguna manera, voy a insistir en una pregunta que hizo el señor Diputado Novales. Concretamente, el 
señor Comisionado ha informado sobre el desarrollo conceptual de las condiciones del sistema carcelario y 
qué líneas de trabajo emergen de la ley de humanización, y claramente ha identificado el nivel de dificultad 
en el Penal de Libertad. El desarrollo que ha hecho, en lo personal, no me ha resultado nuevo; en un 
intercambio informal, me lo ha dicho hasta el señor Ministro del Interior. 


Hay un nivel de dificultad en el Penal de Libertad, pero existe hasta cierta conformidad -hizo referencia a dos 
centros en particular- con respecto al COMPEN y la Cárcel de Canelones, donde se ha avanzado mucho en 
ese sentido y existe un mejor clima a nivel de los reclusos. Entonces, es identificable el tema del Penal de 
Libertad, y es importante saberlo. 


¿Por qué acumulo la pregunta del señor Diputado Novales? Porque debo inferir que el tema de los mandos 
medios puede ser ubicable a partir de que han sido reemplazables las distintas Jefaturas. Siendo más preciso, 
existe una política desarrollada desde el Ministerio del Interior y a nivel carcelario que va en determinada 
línea, pero en el Penal de Libertad se está dando, precisamente, la excepción. Quiere decir que identificamos 
ese problema. Obviamente, han pasado otros Jefes, pero el Director Nacional de Cárceles es el Director de 
todo el sistema. Entonces, es evidente que acá se tiene una política hacia un lado y otra hacia otro; esto corre 
por cuenta mía. Lo que está claro es que está identificado el problema. 


Objetivamente, por todos los datos que nos han aportado podemos ubicar dónde está ubicado el problema; a 
la hora de tener que hablar entre nosotros y de analizar qué acciones podemos desarrollar, creo que nos ayuda 
muchísimo que se haya ubicado el tema en estos términos. Infiero de las palabras del señor Comisionado que 
por ahí puede estar la dificultad, que es contradictoria con la política que se viene desarrollando a nivel 
general. 


SEÑOR ESPINOSA.- Hay un tema puntual que nos preocupa, y es la omisión de asistencia y la 
demora en la comunicación que se dio, tanto a nivel de la autoridad penitenciaria como a nivel judicial. 


El señor Comisionado citó el caso -sobre el cual nos tocó tomar conocimiento- de un recluso que estaba 
dentro de su celda mientras se producía una supuesta resistencia fuera del celdario. Todos quienes visitamos 
el celdario del Penal de Libertad sabemos que lo único que hay es una mirilla, una suerte de abertura muy 
pequeña. Entonces, como decimos comúnmente en mis pagos, sin comerla ni beberla este hombre recibió 
municiones en su rostro y casi pierde la vista. Cabe confirmar lo que dijo el señor Comisionado en cuanto a 
que no fue atendido; la omisión es conocida. 


En su momento, se habló -inclusive, creo que en esta Comisión- de la posibilidad de repartir una cartilla en la 
que figuraran los derechos de los reclusos y distintas medidas. Sin comprometerlo en una opinión, quiero 
saber cuál sería la recomendación precisa que el Comisionado nos haría para que tanto el tema de la omisión 
de asistencia como el de la falta de celeridad en las comunicaciones no se repitan. 


SEÑOR GARCÉ.- Con relación a las palabras del señor Diputado Bernini, quiero decir que el Penal de 
Libertad opera como una unidad de castigo y como una cárcel de máxima seguridad. Partiendo de esa 
realidad, obviamente, allí las medidas de seguridad deben ser distintas a las de otros centros 
penitenciarios. Aun asumiendo esa especificidad, la conducción y la gestión de ese penal debe hacerse 
conforme a derecho. 


Entiendo que en el Penal de Libertad se está priorizando excesivamente el valor seguridad -que es muy 
importante-, pero no se está cumpliendo, en lo más mínimo, el objetivo de la rehabilitación. Entonces, allí 
hay un notorio desequilibrio que debe ser corregido. Por eso, corresponde una rectificación de la política de 
reclusión para que, sin desmedro de la seguridad -lo digo claramente; acá nadie plantea rebajar los niveles de 
seguridad, sino mantener adecuadamente los estándares de seguridad-, se cumpla también con el objetivo de 
la rehabilitación. 


Con relación al caso al que refiere el señor Diputado Espinosa, no solo le sucedió eso al recluso sin comerla 
ni beberla en el Penal de Libertad. Ese interno se encontraba en la Cárcel de Canelones y fue informado por 
escrito que al cabo de seis años de reclusión no registró una sola sanción ni en la Cárcel de Canelones ni en el 
Penal de Libertad. Entonces, preguntamos a las autoridades por qué razón ese interno se encuentra en el 


Penal de Libertad. Estamos esperando la respuesta y estamos en el plazo hábil para recibirla, pero 
corresponde agregar ese aspecto al caso. 


En cuanto a qué medidas se pueden tomar, creo que es importante insistir en la rectificación del rumbo. El 
contacto que puedan tener con el Penal de Libertad es muy importante -es obvio que con todas las cárceles, 
pero específicamente con el Penal de Libertad-; la posibilidad de un encuentro con algunos reclusos creo que 
sería una gran cosa. En definitiva, dejo planteada la procedencia y la oportunidad de esa propuesta a la 
Comisión; en virtud de que se me pregunta, creo que el contacto con los reclusos puede ser una buena cosa. 


Haciendo honor al compromiso de brevedad, agradezco muchísimo que me hayan recibido y reafirmo que 
estoy dispuesto a venir aquí tantas veces como sea necesario. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Esta Comisión está abierta a seguir coordinando estos intercambios que 
todos consideramos beneficiosos para los objetivos comunes que perseguimos. 


(Se retira de Sala el señor Comisionado Parlamentario para el Sistema Carcelario) 


(Ingresan a Sala el Director de Unidades Asistenciales Especializadas del Ministerio de Salud Pública, doctor 
Natalio Blankleider, el Director del Hospital Piñeyro del Campo, doctor Italo Savio y el asesor legal del 
Hospital Piñeyro del Campo, doctor Humberto Correa) 


La Comisión de Derechos Humanos tiene mucho gusto en recibir al doctor Natalio Blankleider, 
Director de Unidades Asistenciales Especializadas del Ministerio de Salud Pública, al doctor Italo 
Savio, Director del Hospital Piñeyro del Campo, y al doctor Humberto Correa, asesor legal de dicha 
institución, a efectos de intercambiar opiniones respecto a algunos planteos que se hicieron en este 
ámbito. Para ello hemos enviado a la delegación que nos visita la versión taquigráfica de la sesión de 
esta Comisión en la que ellos se formularon. Nos gustaría que aquí se transmitiera lo que consideren 
necesario e indispensable para hacer una especie de devolución, que es a lo que aspiramos cuando 
enviamos las versiones taquigráficas de las sesiones de esta Comisión relativas a temas vinculados a 
diferentes organismos del Estado. 


SEÑOR BLANKLEIDER.- Agradecemos a la Comisión de Derechos Humanos que nos haya recibido. 


Este es un viejo problema, que lleva muchos años de gestación, al cual esta Administración, a través del 
Director del Hospital y Centro Geriátrico Piñeyro del Campo, doctor Savio, decidió ponerle punto final. La 
preocupación esencial del Director del Hospital y de su equipo de colaboradores fue desde el principio 
devolver la dignidad a las condiciones de vida de los pacientes del Piñeyro del Campo que, por razones de 
necesidad, se internan en casas de cuidadores contratados. 


A los pocos días de asumir el cargo en este Período de Gobierno, recibí una comunicación de la Secretaría de 
un legislador -creo que, en realidad, fue enviada sin conocimiento previo del legislador-, en la que se me 
solicitaba una entrevista para una cuidadora del Piñeyro del Campo que reclamaba por la revocación de un 
contrato que ella consideraba injusto. Por el respeto que merece una comunicación de una Secretaría de 
cualquier legislador, le concedí una entrevista a esta señora, quien se presentó reclamando, en su condición 
de votante y de conocedora de mucha gente del Partido de Gobierno, por el cese de una de sus fuentes de 
ingresos o por la eliminación de un espacio laboral en forma arbitraria, injusta, etcétera. Digo etcétera porque 
abundó en los calificativos. Yo prometí estudiar la situación, y a punto de partida de esto inicié una 
investigación, primero informal y luego formal y administrativa. 


Rápidamente pude corroborar que lo que la señora planteaba como una novedad, en realidad era una política 
que se venía desarrollando por parte del Hospital Piñeyro del Campo, con el sentido de intentar recuperar la 
dignidad en las condiciones de vida de los pacientes internados en casas de cuidadoras contratadas a esos 
efectos. También me enteré de las condiciones en las que estaban esos pacientes, vi fotografías contundentes 
-ustedes también las pueden ver, si les parece necesario- y me interioricé de los actos administrativos que se 
habían seguido. En la medida en que ninguna de las acciones que se tomaron estuvo alejada del correcto 
cumplimiento y de la ruptura de los acuerdos contractuales, me comuniqué con la persona denunciante para 
decirle que entendía que no tenía derecho al reclamo. Entonces, se dieron situaciones muy desagradables con 


esa persona y con su cónyuge, quienes llegaron inclusive a amenazar físicamente a algunos de los integrantes 
del equipo de salud que habían sido inspectores en esas circunstancias. Desde nuestro punto de vista no había 
ninguna razón para seguir manteniendo un diálogo con esas personas que actuaban dentro esos parámetros 
que nosotros no aceptábamos. 


A continuación, me gustaría que el doctor Savio y el doctor Correa contaran los detalles de todas estas 
situaciones que, por razones obvias, conocen mejor que yo. 


SEÑOR SAVIO.- Esta situación del Servicio de Atención e Inserción Comunitaria -que antes se 
llamaba Sistema de Custodia Familiar- surge a partir de una campaña de vacunación antigripal 
durante el período invernal a las personas que residen bajo este sistema. El personal de enfermería que 
concurrió a inmunizar a estos pacientes nos puso en conocimiento de situaciones aparentemente 
irregulares, indecorosas e infrahumanas en el alojamiento de estos usuarios del Piñeyro internados en 
ese sistema. Entonces, cesamos al equipo que estaba a cargo de la situación y decidimos iniciar una 
investigación administrativa que llevó a cabo el doctor Correa, junto a una licenciada del 
establecimiento. En función de ello se generaron una serie de decisiones obvias: la baja de la cuidadora 
del caso y el reingreso de la persona mayor al Hospital. 


Es necesario aclarar que además de encontrarnos con cuidados custodiales bastante cuestionables -por decirlo 
de manera moderada-, también constatamos que había lugares que no eran más que casas de salud 
clandestinas, lo que violentaba absolutamente la filosofía, el criterio y la ordenanza que reglamenta el sistema 
de inserción familiar. Nos encontramos con condiciones arquitectónicas, reitero, absolutamente incorregibles 
que, inclusive, desvirtuaban en forma total la filosofía del sistema. Cuando instrumentamos la inserción 
familiar pensamos que la persona mayor residiera con una familia constituida e interactuara con ella, pero no 
que viviera en un galpón, en un gallinero en el fondo o en un garaje sin ventanas. A raíz de toda esta situación 
se procesó un conjunto de bajas, pero las que no ameritaban corrección siguieron formando parte del cuerpo 
de cuidadoras externas del Piñeyro del Campo. Estas irregularidades se constataron en una cantidad 
importante de cuidadoras, pero no en todas. 


Producto de la investigación administrativa se sancionó y se relevó de sus funciones a los técnicos -médico 
geriatra y asistente social- a cargo del sistema. Ese equipo se sustituyó por otro que, aparentemente, es el 
denunciado por arbitrariedad por parte de esta gente. También se solicitó a la licenciada y coordinadora del 
sistema que nos presentara una reformulación del sistema y elevamos todos esos antecedentes a las 
autoridades del Ministerio de Salud Pública, que avaló la reestructura y las acciones tomadas. Todos estos 
pasos se siguieron con las garantías del debido proceso; solo hubo dos recursos de revocación que no 
tuvieron andamiento porque las autoridades confirmaron las actuaciones y las medidas que habíamos tomado. 


Me gustaría que el doctor Correa explicitara lo relativo a los procedimientos, porque en el planteo de algunas 
cuidadoras se deja entrever la falta de garantías o el no cumplimiento de los procesos administrativos 
correspondientes. 


SEÑOR CORREA.- Soy abogado asesor del Piñeyro del Campo. Me correspondió, en calidad de 
instructor, gestionar esta investigación administrativa, a raíz de la cual se recorrieron todos los 
domicilios de los pacientes que estaban en custodia familiar. 


Por supuesto, todas estas visitas se realizaron sin previo aviso, ya que había que recabar la prueba. Por tanto, 
se labraron actas y se tomaron registros fotográficos. 


En definitiva, se constató una situación de riesgo en muchos pacientes. Algunos estaban bien, pero otros no. 
En el caso de quienes no estaban en condiciones, gradualmente se procedió a rescindir los contratos con los 
cuidadores respectivos, comenzando por los casos que representaban mayor riesgo. Recuerdo que en una de 
las inspecciones me traje, en ese mismo momento, a dos pacientes al Hospital porque la situación era tal que 
era imposible que pudieran continuar en esas condiciones. El resto de los contratos se fue rescindiendo 
gradualmente, y los pacientes fueron retornando a la institución. 


La investigación administrativa finalizó, por supuesto, constatándose todas las irregularidades; se dejó nota 
de ello, y se rescindieron contratos. 


El contrato con el cuidador de ancianos se regula por una ordenanza ministerial de marzo de 2003, en la que 
se establecen derechos, obligaciones y todas las formas de funcionamiento de este tipo de contrato. Dicha 
ordenanza ministerial prevé que en el momento en que la Dirección tome conocimiento de irregularidades, se 
retire al paciente del domicilio y se rescinda el contrato. Este contrato ya ha sido categorizado como un 
arrendamiento de servicios por la División Jurídico Notarial del Ministerio de Salud Pública. No se trata de 
un contrato de función pública, sino de un arrendamiento que es posible rescindir por la sola voluntad del 
administrador. En ese sentido, en los casos que hubo que rescindir, el Director dictó la resolución, se notificó 
a la otra parte y la gente que fue desvinculada tuvo la posibilidad de interponer los recursos correspondientes. 
Creo que fueron tres cuidadoras las que presentaron recurso de revocación. La Dirección del Hospital 
confirmó la resolución, y cuando el recurso se elevó a la resolución de recurso jerárquico, también se 
confirmó la resolución. 


La División Jurídica del Ministerio controló los procesos administrativos, y se comprobó que la instrucción 
se había realizado de acuerdo con el Decreto N* 500/91 y, en definitiva, este expediente se archivó. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Quiero saber cuántos contratos se rescindieron a raíz de esta investigación, 
cuántos había cuando esta administración empezó a trabajar y cuántos contratos se mantienen en este 
sistema. 


SEÑOR SAVIO.- En el momento que se inició este proceso había aproximadamente cincuenta 
cuidadoras. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Es decir, un anciano por cuidadora. 


SEÑOR SAVIO.- Había casos en que las cuidadoras tenían más de una persona, que no 
necesariamente eran usuarios del Hospital, sino clientes de instituciones. Es decir, se trata de una casa 
de familia que vende servicios, que no está registrada; la persona se había anotado como cuidadora del 
Piñeyro y simultáneamente vendían servicios a particulares, no usuarios del Hospital. 


Se rescindieron alrededor de diez contratos. Actualmente hay aproximadamente veinte cuidadoras. Conforme 
a las dimensiones de nuestro equipo, el seguimiento de la inserción familiar debe ser muy meticuloso y 
prolijo. La única manera de evitar desviaciones como las que detectamos es que exista una adecuada relación 
entre el número de integrantes del equipo y el número de domicilios que hay que fiscalizar y seguir. Por lo 
tanto, resolvimos redimensionar el sistema, bajar el número de cuidadoras a veinte, que es una cifra 
manejable. 


El resto de cargos que quedaron vacantes, se pasó a vacantes internas para cumplir funciones de cuidador 
interno dentro de la institución. 


SEÑOR ESPINOSA.- Cuando se rescinden unilateralmente estos contratos, ¿adónde se conduce a estos 
ancianos? 


En segundo término, quiero saber cuánto demoró promedialmente -sabemos que habrán sido casos puntuales 
y determinaciones muy particulares para reasignar un nuevo hogar- el proceso para obtener un nuevo hogar 
para estos ancianos o el de las veinte cuidadoras que se acaban de mencionar. 


En tercer lugar, ¿en la actualidad se hace un seguimiento o inspecciones sorpresa para controlar a los nuevos 
cuidadores? 


Por último, quiero saber si estas nuevas contrataciones se hicieron por algún llamado a licitación u otro 
mecanismo. 


SEÑOR SAVIO.- Se hizo un llamado a aspirantes -que se trató de que fuera lo más amplio posible- a 
integrar este sistema de custodia. Luego se inicia un proceso de visitas y se evalúa el domicilio, la 
persona, el núcleo familiar, y una vez que se realiza esa evaluación el equipo integrado por un 
trabajador social, una licenciado y un geriatra, sugiera -no decide- a la Dirección que esa persona sea 
integrada al sistema. 


La mayoría de los traslados de pacientes en situación cuestionable se produjo en forma prácticamente 
automática, porque habíamos constatado condiciones que entendíamos de riesgo sanitario, lo que no 
ameritaba la más mínima demora. 


En este momento no recuerdo la cantidad exacta de reubicaciones, pero creo que fue mínima. La mayoría de 
los pacientes tuvo una declinación funcional bastante importante, estaban en malas de condiciones de salud y 
persistieron dentro de la institución. Puedo decir que hubo una franca recuperación del estado nutricional o 
de la inserción en actividades de terapia ocupacional u otras actividades que tuviese la institución. Es decir, 
no reinsertamos, salvo que la persona reúna una serie de condiciones, lo que incluye cierto grado de 
capacidad para el autocuidado. En el caso de la mayoría de estas personas, era muy difícil reinsertarlas en 
otro hogar. 


SEÑOR BLANKLEIDER.- En primer lugar, agradezco nuevamente la amabilidad con que nos 
escuchó la Comisión. 


En segundo término, quiero recalcar que se está trabajando con personas de la tercera edad, usuarios de Salud 
Pública, y en los últimos años -no solo en el último- de la gestión del Centro Geriátrico Hospital Piñeyro del 
Campo el trabajo que se realizó bajo la dirección del doctor Savio fue encomiable, ya que se ha logrado 
mejorar mucho las condiciones de vida de los pacientes. En este último período hemos tratado de dar todo 
nuestro apoyo para mejorar las condiciones, en la medida de los recursos disponibles. 


La denuncia, el tipo de reclamo que hizo por lo menos la persona con la que conversé personalmente y luego 
telefónicamente, estaba teñida de egoísmo y de desinterés por la persona que tenía alojada en su casa, aspecto 
que era realmente vergonzoso para cualquiera que tuviera una concepción humanista de la vida. Por esa 
razón, personalmente me negué a aceptar su reclamo y di por terminado el asunto. Verdaderamente, nos 
sorprendió que esta gente haya podido obtener una entrevista con esta Comisión, pero creo que en una 
democracia las cosas ocurren así, y quizás esa sea la mejor parte. De todos modos, esperamos que las 
aclaraciones que hicimos en cuanto a la situación hayan sido suficientes. No obstante, el expediente está a 
disposición. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Corresponde aclarar que la delegación de cuidadoras del Piñeyro del 
Campo cumplió las formalidades que esta Comisión establece para recibir delegaciones. 


Luego de que se recibe a las delegaciones, se envían las versiones taquigráficas a donde se considera 
pertinente, a efectos de que no queden temas colgados. 


Después la Comisión discutirá el punto, pero personalmente creo que luego de las aclaraciones que ha 
efectuado esta delegación, el tema está cerrado. Para la Comisión es buena cosa que ante un tema de esta 
naturaleza haya una respuesta institucional a través de un ámbito parlamentario. 


Agradecemos la presencia de nuestros invitados. 


(Se retiran de Sala el doctor Blankleider, el doctor Correa y el doctor Savio) 


Debemos ver qué hacemos con el informe que hizo el Comisionado Parlamentario para el Sistema 
Carcelario. Me parece que debemos enviar la versión taquigráfica al Ministerio del Interior, al 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas -acá se habla de lo que le corresponde a esta Cartera en 
cuanto a las licitaciones- y al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, porque también está vinculado 
con ese tema. 


SEÑOR NOVALES.- Sugiero que también se envié a la Suprema Corte de Justicia. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Advierto que estamos todos de acuerdo, por lo que la versión taquigráfica 
se enviará a esos cuatro organismos. 


SEÑOR ESPINOSA.- Creo que este tema quedará latente en las próximas sesiones, conforme se vayan 
dando los acontecimientos. En cuanto a lo señalado por el Comisionado Parlamentario, tuvimos 


oportunidad de tomar conocimiento sobre un caso puntual, debido a la cercanía con la ciudad en la 
que vivo. Quedan algunas inquietudes latentes sobre las que seguramente las investigaciones y los 
procedimientos judiciales abundarán. En lo personal, reitero que debemos seguir analizando el tema. 


Comparto que la versión taquigráfica sea remitida a los organismos mencionados. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Creo que como Parlamento tenemos la necesidad de formalizar un ámbito 
para tener intercambios con el Comisionado. De momento, se hace a través de la Comisión, pero habrá 
que clarificar esa situación. El Parlamento es el último que se enteró de esta situación a través del 
Comisionado Parlamentario. Hubo comunicación con el Ministerio del Interior y luego con la prensa, 
pero hemos sido los últimos en enterarnos cuando se trata de un Comisionado de este Parlamento para 
atender el tema carcelario. Tendremos que ver cómo se puede canalizar esto. 


Con relación a la exposición que hizo el Comisionado, creo que hay que hacer un balance altamente positivo. 
Él habló de varios puntos y, en general, lo que se recoge es una posición favorable y de aprobación a toda la 
política carcelaria que viene impulsando el Ministerio del Interior. A pesar de los malos augurios con respecto 
a la aplicación de esta ley, creo que en términos generales se viene avanzando positivamente. Queda 
pendiente la situación del Penal de Libertad que, como se dijo, es la más compleja, siendo previsible que no 
sea tan fácil de solucionar porque tiene problemas de muy larga data y vicios de funcionamiento de todo tipo. 
Habrá que ir ajustando a derecho el funcionamiento de esa cárcel. 


Asimismo, debemos entender que no es lo mismo hacer funcionar una cárcel rural en Tacuarembó o Lavalleja 
que una con una población como la del Penal de Libertad. Esto implica otro grado de dificultad, lo que no 
quiere decir que renunciemos a esa metodología, que lógicamente aparece como la más adecuada. 


Estamos de acuerdo con que se envíe la versión taquigráfica a los organismos que se mencionaron. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si bien es cierto que en esta Comisión hay una formalidad que implica el 
envío de la versión taquigráfica, también quiero dejar sentado que comparto -no solo por la 
formalidad, sino por el tenor de los contenidos que se plantearon en esta Comisión- la necesidad de que 
esta versión taquigráfica llegue a los destinatarios que nosotros oportunamente elegimos. 


En el marco de lo que para nuestra Comisión ha sido el seguimiento y la aprobación de forma integrada con 
la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración del proyecto de ley -ahora es 
ley- de humanización y modernización del sistema carcelario, también nos compete el seguimiento de su 
aplicación. En ese marco también quiero hacer énfasis en que reconocemos que ha sido una propuesta válida, 
en la medida en que el Comisionado Parlamentario para el Sistema Carcelario hizo referencia a una cantidad 
de logros y no tan malos augurios, como escuchamos oportunamente. Pero también es cierto que cuando se 
nos trasmiten situaciones que tienen que ver con la violación de los derechos humanos, debemos ser firmes 
en la necesidad de revertirlas rápidamente. Ese es el marco de mi reflexión, que no pasa estrictamente por lo 
formal, sino por la obligación que tenemos como legisladores e integrantes de esta Comisión de estar atentos 
a la aplicación o a la no aplicación de las leyes oportunamente votadas. 


Siguiendo el razonamiento del señor Diputado Rodríguez, podemos exhortar a la Asamblea General a que 
integre la Comisión que ya fue oportunamente votada, a los efectos de que el Comisionado Parlamentario 
para el Sistema Carcelario cuente con el ámbito que la ley determina, que debe generar el vínculo con la tarea 
que despliega. Si los Diputados están de acuerdo, podríamos elevar a la Asamblea General la exhortación 
para que este ámbito empiece a funcionar. 


Con respecto a la segunda delegación, mociono para que la versión taquigráfica sea enviada al Ministerio de 
Salud Pública, en el marco de un informe que oportunamente recibiéramos de esta Cartera, como 
consecuencia de haberle enviado la versión taquigráfica de la sesión a la que concurrieron las cuidadoras y 
los cuidadores en el Período pasado. 


SEÑOR ESPINOSA.- No con el ánimo de polemizar, quisiera formular algunas reflexiones. 


En lo personal, no puedo hacer una evaluación de la ley de humanización de cárceles y de su aplicación. 
Todos sabemos que nuestra fuerza política, en la discusión en particular del proyecto, votó afirmativamente 
algunas de las propuestas. Creo que he sido claro en cuanto a mi posición personal acerca de algunos 
aspectos de esta ley. 


Por los datos que hemos recogido, tenemos conocimiento de que uno de los fundamentos primarios, la 
liberación de reclusos por la suerte de hacinamiento y superpoblación carcelaria, no se estaría concretando en 
resultados, ya que estaríamos llegando a niveles casi similares por el ingreso de nuevos reclusos. Hemos 
hecho un pedido de informes al respecto y esperamos recibir la respuesta lo antes posible. Pero ese no es el 
punto. 


Sugiero que se haga un seguimiento de la aplicación de la ley. Esto lo comparto; fundamentalmente el 
aspecto a que ha hecho referencia el señor Comisionado, en cuanto a la redención de la pena por días de 
estudio y por trabajo. Esto nos parece oportuno, pero quizás no tanto la liberación conforme a determinados 
parámetros o a ciertas cuotas de cumplimiento de la pena. 


Quiero hacer un comentario con respecto a lo que dijo el señor Diputado Rodríguez, que no va en defensa del 
Comisionado y de sus actuaciones. Creo que la Presidenta tiene razón cuando dice que la Asamblea General 
tiene que comprometerse con la instalación y el funcionamiento de este organismo. Sin embargo, tengo la 
idea de que debe ser difícil para el Comisionado tomar contacto con cada uno de nosotros para ir 
comunicándonos lo que está haciendo. Quizás se puede interpretar como una carencia u omisión, pero me 
parece que, por lo menos desde el ámbito parlamentario, no existió el camino por el cual se tendría que haber 
dirigido el Comisionado en su momento. 


SEÑOR BERNINI.- Comparto las palabras del señor Diputado Rodríguez. Antes de concurrir a esta 
reunión, traté de conseguir información y estoy en condiciones de hacer un balance. Obviamente, los 
balances tienen la fecha en que uno los realiza; el futuro dirá. A unos cuantos meses de la aplicación de 
la ley, puedo confirmar algunos datos y agregar otros; por ejemplo, que el nivel de reincidencia ha sido 
de un 6,5%. Todos sabemos que el nivel de reincidencia, ante la liberación en función de los 
cumplimientos de las penas, tiene porcentajes de más de dos dígitos, y está cercano a la mitad. Han 
pasado unos meses y esto nos permite hacer una evaluación. Quiero resaltar que transcurridos unos 
cuantos meses de la liberación, hay un 6,5% de reincidentes. 


¿Qué está pasando, más allá de que la ley establece los límites de las condiciones para liberar? Me enteré de 
que la mitad de los liberados consiguió trabajo; creo que el 6,5% de reincidencia tiene mucho que ver con 
este tema. Por otro lado, se han triplicado los recursos para los patronatos, sin que sean una panacea en la 
atención de la realidad, pero todo incide e influye. 


Tengo otro dato. Había más de siete mil presos; hoy hay aproximadamente seis mil doscientos. Se han 
liberado un poco más de setecientos presos. 


Con esto pretendo hacer un aporte, diciendo que desde mi punto de vista la ley de humanización está 
cumpliendo a cabalidad sus objetivos. Lo que nos prepocupa es que hay un centro carcelario que está yendo 
para un lado distinto, aun asumiendo el alto nivel de seguridad que precisa, por lo que son los reclusos en ese 
establecimiento. Pero claramente, por lo que se ha dicho, parto de la base de que este establecimiento es 
contradictorio con la política que se ha venido llevando adelante. Incidió mucho la aprobación de la ley para 
que este proceso se pueda dar. Ni qué hablar de las cárceles chacra. Sabía que en Lavalleja el sistema fue 
muy bueno. Hay como una especie de articulación entre el Estado y la sociedad civil, abaratando costos. Creo 
que tendremos que seguir incursionando en esto y la Comisión puede colaborar mucho en ese sentido. En 
esto no hay ningún tipo de matiz; todos estamos contestes en que es así. Lo dijo el Comisionado. 


Para terminar, quiero decir que comparto lo expresado por el señor Diputado Rodríguez. Yo soy integrante de 
esta Comisión y me hubiese gustado no haberme enterado por los diarios, sino por el propio Comisionado. 
Estamos hablando de que esta Comisión tiene cinco integrantes y más de una vez el Comisionado se ha 
referido a nosotros para algún aspecto concreto en cuanto a poder ejercer bien su trabajo, que en general está 
haciendo bien. Pero me hubiera gustado no enterarme por los diarios. No creo que sea demasiado complicado 
que el Comisionado nos hubiese referido el tema previamente a uno de los cinco Diputados. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La concurrencia del Comisionado Parlamentario fue consecuencia de una 
audiencia que solicitó por en el marco de haber asumido la Presidencia de esta Comisión. En ese 
sentido, quiero informar que algunos de los datos que planteó me fueron trasmitidos, lo que ha hecho 
que en la sesión anterior hayamos resuelto su comparecencia. 


Sé que a uno le dan ganas de exponer sus ideas acerca del tema, porque empiezan los intercambios que nos 
gustan, pero sugiero que, con respecto a las competencias que tenemos, nos limitemos a administrar la 
palabra y a ser escuetos. 


En este momento, estamos acordando las dos propuestas que tenemos, que oportunamente realicé sobre el 
envío de la versión taquigráfica y la exhortación a la Asamblea General. 


Quisiera ahora que se leyera por Secretaría un artículo del Reglamento de la Cámara, que permite el archivo 
de casos en una Comisión, habida cuenta de que tenemos por lo menos un caso que fue presentado, y que por 
haber perdido vigencia ameritaría ser archivado. 


SEÑORA SECRETARIA. La señora Presidenta se refiere a la Carpeta N* 498 de 2005. Es un proyecto 
presentado por el señor Representante Pérez Brito, con relación a un evento deportivo nacional para 
personas con síndrome de Down, a celebrarse los días 12 y 13 de noviembre de 2005 en la ciudad de 
Pan de Azúcar. 


El artículo 135 del Reglamento de la Cámara dice: "Toda Comisión puede resolver, por dos tercios de votos, 
proponer a la Cámara el archivo de un asunto. La minoría, cualquiera sea su número, podrá oponerse, 
informándolo dentro de ocho días. De todo ello se dejará constancia en actas. Si dentro de aquel plazo la 
minoría no presenta su dictamen, se tendrá por firme la resolución de la mayoría. Propuesto el archivo de un 
asunto los Representantes dispondrán de tres días para oponerse, estándose, en caso de oposición, a lo que la 
Cámara resuelva. Si no hay oposición, el archivo quedará decretado". 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Quisiera saber si se puede consultar al señor Diputado proponente. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quiero aclarar que el motivo del archivo es que se trata de un evento 
específico realizado el año pasado. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el archivo de este asunto. 


(Se vota) 


Cinco por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


Sugiero para la próxima sesión la posibilidad de un intercambio entre nosotros acerca de cómo empezar a 
avanzar en los temas, no solo en cuanto a recibir delegaciones -que consideramos pueda ser de utilidad- y a 
las visitas que puedan concretarse, sino a la agenda de la Comisión, en cuanto a la materia legislativa que 
tenemos por delante. 


Entonces, en ese marco, estaría convocando la próxima sesión para el día miércoles a la hora 13 y 30, a fin de 
intercambiar ideas acerca de estos temas y avanzar en lo que es nuestra agenda 2006. 


Le voy a solicitar a la Secretaria que trasmita los criterios manejados en el Período anterior en cuanto al 
régimen de sesiones, ya que me parece que fue el sistema que más nos sirvió, pero estamos a la orden para 
cualquier modificación. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Quiero proponer que la próxima sesión se fije para el martes que viene. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Habida cuenta de que posiblemente el miércoles de mañana se trate la 


moción de censura al Ministro del Interior, lo que nos impediría realizar la sesión de la Comisión, 
solicito dejar este asunto en manos de la Secretaría. 


Me parece que no es conveniente empezar a explorar un martes cuando ya las otras Comisiones están 
funcionando porque, tal vez, nos ocasione más problemas. Propongo, entonces, realizar las consultas a través 
de Secretaría, y de acuerdo con las respuestas que obtengamos estaríamos convocando para el martes o para 
el próximo miércoles. 


Se levanta la reunión. 


(Es la hora 15 y 21) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


